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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA
TERCERA SALA UNITARIA
EXPEDIENTE: 0081/2019-3
ACTOR: **********
AUTORIDAD DEMANDADA:

DIRECTORA DE RESPONSABILIDADES Y ÉTICA PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO Y CODEMANDADAS
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZALEZ
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA MARÍA ESPERANZA AGUAYO CASTILLO 
San Luis Potosí, S.L.P., a veintiuno de junio de dos mil diecinueve.

V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo número 0081/2019-3 promovido por ********** contra actos de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, el Titular del Organismo Descentralizado denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, y el Titular de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; y,

R E S U L T A N D O

ÚNICO.- Mediante auto de fecha siete de febrero de dos mil diecinueve, se tuvo por recibido el escrito presentado por ********** quien promovió juicio contencioso administrativo en contra de las siguientes autoridades: Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, Titular del Organismo Descentralizado denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, y Titular de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado; por la nulidad de los siguientes actos: de la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, “La resolución de fecha doce de noviembre del año dos mil dieciocho, dictada en los autos del procedimiento de responsabilidad administrativa **********, del índice de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, dependiente de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de dicho órgano”, de la Titular del Organismo Descentralizado denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, y del Titular de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, “La ejecución material de la resolución de fecha doce de noviembre del año dos mil dieciocho, dictada en los autos del procedimiento de responsabilidad administrativa ********** del índice de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, dependiente de la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de dicho órgano”; de lo cual tuvo conocimiento el día catorce de diciembre de dos mil dieciocho. En el propio auto se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a las autoridades demandadas para que contestaran dentro del término legal lo que a su interés conviniera. Con auto de cuatro de marzo de dos mil diecinueve, se tuvo a las autoridades demandadas por contestando la demanda, de lo cual se dio vista a la parte actora para los efectos legales consiguientes; en el propio auto se proveyó sobre las pruebas de las partes, y se fijó fecha y hora para la audiencia final del juicio; la cual se verificó el veinticinco de marzo de dos mil diecinueve, con asistencia del actor y de su autorizada, se dio cuenta con las constancias de autos; en la etapa de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes dada su propia naturaleza, se hizo constar que no existen pruebas pendientes por desahogar; en período de alegatos, se dio cuenta de los formulados por el actor y por las demandadas Titular de Servicios de Salud de san Luis Potosí, y Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, se certificó que no fueron formulados por la diversas autoridades demandadas, y se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción I, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y en el caso de este expediente, por tratarse de una controversia suscitada de una resolución definitiva en materia de responsabilidad administrativa, impuesta a un servidor público, por la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en la cual se ejerce jurisdicción.

En cuyo caso, en cuanto al fondo del asunto, deberá estarse a lo previsto en la Ley de Justicia Administrativa del Estado, Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y demás ordenamientos legales aplicables, vigentes al momento de iniciado el procedimiento disciplinario correspondiente; según lo ordenado en los artículos Transitorio Quinto de la Ley Orgánica en consulta, y Transitorio Segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Por lo que, la competencia para resolver el presente juicio, se sustenta en los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 3º fracción II y 19 fracciones III, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; y 90, de la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se impugna una resolución definitiva que sanciona al accionante, en aplicación de dicha Ley de Responsabilidades, dictada por el Órgano Estatal de Control de esta entidad federativa, donde este Tribunal ejerce jurisdicción.

SEGUNDO.- La parte actora demostró su interés jurídico de conformidad con el artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la presentación de la copia certificada de la resolución impugnada de fecha doce de noviembre de dos mil dieciocho, dictada dentro del Procedimiento Administrativo de Responsabilidades número ********** documento público visible en fojas 32 a 59 de los autos.
La personalidad de las autoridades demandadas, se encuentra debidamente acreditada en este Tribunal, conforme a lo establecido por el numeral 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, en razón de que por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, compareció el Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado; el Titular de la Secretaría de Finanzas, compareció por conducto del Procurador Fiscal; y, por la Titular del Organismo Descentralizado denominado Servicios de Salud de San Luis Potosí, compareció el Subdirector de Asuntos Jurídicos de dicha entidad; quienes exhibieron copia certificada de su respectivo nombramiento, documentos visibles en fojas 71, 91 bis, 92, 116 y 117 del sumario.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones, de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado. 
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad del acto impugnado consistente en: La resolución de fecha doce de noviembre del año dos mil dieciocho, dictada en los autos del procedimiento de responsabilidad administrativa **********, del índice de la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado.

Respecto de la pretensión del actor, éste reclama la nulidad de la resolución impugnada, y por su parte, las autoridades demandadas sostienen la legalidad de la misma.

CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento del juicio, se traduce en la imposibilidad jurídica de que éste órgano jurisdiccional estudie y decida sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada: Registro 221332, Localización: Octava Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. - Amparo directo 734/91. Compañía Operadora de Teatros, S. A. 22 de agosto de 1991. Mayoría de votos. Ponente: Hilario Bárcenas Chávez. Engrose a cargo del magistrado: David Delgadillo Guerrero. Disidente: Hilario Bárcenas Chávez. Secretaria: Silvia Gutiérrez Toro.”

En esa tesitura, se advierte que la autoridad demandada, Titular de la Secretaría de Finanzas en su escrito de contestación hizo valer la causal de sobreseimiento relativa a la inexistencia del acto impugnado, misma que relaciona con la excepción de falta de legitimación pasiva que opuso, señalando que los actos impugnados no fueron emitidos por esa autoridad, pues la resolución del 12 de noviembre de 2018 fue dictada por la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, y que la ejecución material que atribuye a la Secretaría de Finanzas, es inexistente, al no haber acontecido. 
En ese sentido, le asiste la razón a esta demandada, pues como manifiesta no emitió la resolución impugnada en este juicio de nulidad, pues de la lectura de la misma se desprende que esa autoridad no actuó como ordenadora y no tuvo intervención directa con su emisión; y, en cuanto corresponde al segundo acto impugnado que se atribuye a la Secretaría de Finanzas, consistente en la ejecución material de la resolución en comento, este acto es inexistente, dado que de las constancias de autos se advierte que el comunicado a la Secretaría de Finanzas para que ejecute el cobro de la sanción impuesta en la resolución impugnada , no se ha llevado a cabo, ya que esto fue ordenando para aplicarse hasta que la resolución adquiera firmeza.
En consecuencia, se actualiza la causal de sobreseimiento establecida en el artículo 229 fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, y se decreta el SOBRESEIMIENTO, únicamente respecto a los actos que se le atribuyen al Titular de la Secretaría de Finanzas, por las razones antes expuestas. 
Por su parte la diversa demandada Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, opuso las excepciones de improcedencia de la acción y sine actione agis; señalando que la resolución impugnada se dictó en apego a la legalidad, debidamente fundada y motivada, cumpliendo con las formalidades establecidas, y que corresponde al actor probar la supuesta ilegalidad de la misma; a ese respecto, cabe señalar que dichas excepciones deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio.
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”
De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Esta Sala Unitaria, advierte que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de fondo de la controversia.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación visibles en fojas de 6 a 28 de autos, los que no se transcriben y se tienen por reproducidos como si se insertaren a la letra, para que surtan los efectos legales que correspondan. 

Resulta aplicable por analogía la Tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia TCC, del Apéndice 2000, Novena Época, que a la letra dice lo siguiente: 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal trascripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma. …”

SEXTO.- Esta Sala Unitaria estima necesario precisar, que atendiendo al principio de exhaustividad de las sentencias, se tiene la obligación de examinar todos y cada uno de los puntos controvertidos del acto impugnado, iniciando por aquellos, que puedan llevar a declarar la nulidad lisa y llana, y después por los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, que se traduce en la obligación de analizar, en primer lugar, los motivos de disenso que lleven a una declaratoria de nulidad más benéfica para la actora, y solo en el evento de estimarlos infundados, se pronuncie sobre conceptos de impugnación que lleven a una declaratoria de nulidad para efectos. 

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia visible en Novena Época, Registro: 179367, Instancia: Pleno, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Febrero de 2005, Materia(s): Común, Tesis: P./J. 3/2005, Página: 5, que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO   POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional..- Contradicción de tesis 37/2003-PL. Entre las sustentadas por la Primera y Segunda Salas de la Suprema Corte de Justicia de la Nación. 31 de agosto de 2004. Unanimidad de diez votos. Ponente: José Ramón Cossío Díaz. Secretario: Miguel Enrique Sánchez Frías.- El Tribunal Pleno, en su sesión privada celebrada hoy siete de febrero en curso, aprobó, con el número 3/2005, la tesis jurisprudencial que antecede. México, Distrito Federal, a siete de febrero de dos mil cinco.”

Precisado lo anterior, por cuestión de orden y cuyo análisis es de estudio preferente, nos ocuparemos del Séptimo concepto de impugnación, en razón de que en este se hace valer la prescripción de las facultades de la autoridad demandada para imponerle las sanciones contenidas en la resolución combatida en este juicio de nulidad.
Concepto de impugnación que en la parte medular dice: 

“SÉPTIMO...”

“...conforme a la fecha en que ocurrieron los hechos resulta relevante efectuar el cómputo de tres años a que alude el numeral 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, esto es,... la fecha en que cesó fue la de veintiuno de mayo de dos mil catorce, por ser esta la fijada para el término oficial de los trabajos, ya que en esta fecha terminó mi responsabilidad como residente de la obra acerca de la cual se me imputa la conducta omisiva. De tal suerte que para el veintinueve de mayo del año dos mil diecisiete, en que... me hizo saber el inicio del Procedimiento de Responsabilidad Administrativa... instruido en mi contra por irregularidades detectadas en los trabajos de Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de Quince Centros de Salud,... SE ENCONTRABA PRESCRITA LA FACULTAD SANCIONADORA DEL ÓRGANO ESTATAL DE CONTROL POR EL SIMPLE TRANSCURSO DE TRES AÑOS...”
Del estudio del citado concepto de impugnación, esta Sala determina que resulta fundado y suficiente para decretar la nulidad del acto impugnado, en razón de lo siguiente:

Una vez analizado el contenido de la resolución que se combate, visible en fojas 32 a  59 de este expediente, se advierte que la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, señaló que el procedimiento sancionador derivó de la investigación realizada por la Contraloría Interna de los Servicios de Salud de San Luis Potosí, al Procedimiento de Licitación Pública Nacional ********** referente a los trabajos de Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción de Quince Centros de Salud en Distintos Municipios del Estado de San Luis Potosí, siendo el ganador de dicho proceso licitatorio la empresa **********
Que derivado de esa Licitación Pública el diecinueve de julio de dos mil trece, los Servicios de Salud de San Luis Potosí y la empresa ********** celebraron el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número **********
Que el Director General de los Servicios de Salud del Estado, con el oficio ********** de fecha 29 de agosto de 2013, designó al aquí actor como residente de obra en los trabajos de Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción del **********
Ahora bien, al referirse a la conducta por la que el hoy actor fue sancionado, dice que ésta derivó de una deficiente supervisión en la ejecución de los trabajos de construcción del ********** en la cual fue designado como residente de obra; que la deficiente supervisión de la ejecución de los trabajos deriva de que en la fecha en que debían estar concluidos, tenían un avance de ********** y que por ello el encausado faltó a sus obligaciones en el desempeño de su encargo como supervisor de la obra en cita.

Posteriormente, al reseñar las pruebas de cargo, señala que con ellas se acredita que el diecinueve de julio de dos mil trece, Servicios de Salud de San Luis Potosí celebró con la empresa ********** el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número ********** que dicha empresa se retrasó en los trabajos de quince centros de salud, que los reportes del avance de la obra no se realizaron completos con la periodicidad señalada en el manual respectivo, que el encausado no informó a sus superiores oportunamente durante todo el tiempo en que se debían ejecutar los trabajos, la deficiente realización de los mismos por parte de la empresa, que ello impidió que se tomaran las medidas necesarias y se aplicaran las sanciones o penas convencionales correspondientes; que se autorizaron estimaciones que no reflejan el correcto avance físico de la obra en relación con su avance financiero, así como la utilización de conceptos de obra para el pago de otros diversos a los señalados en el proyecto original, lo que contribuyó a que las penalizaciones por la ejecución retrasada no se hiciera de manera correcta en perjuicio del erario público.
En ese sentido, es claro que la responsabilidad que se imputa al hoy actor, deriva de las funciones que le correspondía desempeñar como residente de obra en los trabajos para el Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción del ********** que quedaron especificados en el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número ********** celebrado el diecinueve de julio de dos mil trece; cargo que el Director General de los Servicios de Salud, asignó al aquí actor en el oficio ********** de fecha 29 de agosto de 2013, documento visible en fojas 34 del Tomo I del sumario, con valor probatorio pleno de acuerdo al artículo 90 fracción I de la Ley de la materia. 

En esa tesitura, para determinar la temporalidad de las funciones que tenía el actor, derivadas del cargo de residente de obra que le fue asignado, se debe precisar que las funciones en cuestión son vigentes durante el tiempo en el cual la empresa debía concluir con el 100% de los trabajos contratados; siendo que de las constancias de autos se advierte que el término señalado para la conclusión de los trabajos amparados en el contrato de Obra Pública a Precio Alzado número ********** fue el 21 de mayo de 2014; de ahí que las funciones del residente de obra, concluyeron en esta fecha; ello de acuerdo a lo señalado por el actor en su escrito de demanda, y no controvertido por las demandadas, máxime que de los documentos que integran el procedimiento de responsabilidades administrativas, que ofreció como prueba la autoridad emisora de la resolución impugnada, y que obran en los tomos I y II de este expediente, con valor probatorio pleno de acuerdo al artículo 90 fracción I de la Ley de la materia; se advierte que de acuerdo con lo pactado en el contrato, la empresa contratada debía terminar los trabajos en un plazo de 240 días naturales, que iniciarían del 26 de julio de 2013 al 22 de marzo de 2014, que debido a que el anticipo no se entregó en la fecha pactada, el plazo fue postergado del 16 de agosto de 2013 al 12 de abril de 2014; y que el 28 de abril de 2014 se autorizó una prórroga de 39 días, quedando establecido como fecha de término oficial de los trabajos el día 21 de mayo de 2014.
De lo anterior se obtiene, que el actor fue designado como residente de obra en los trabajos contratados para el Desarrollo Complementario de Proyecto Ejecutivo e Ingeniería de Detalle y Construcción del ********** en el periodo comprendido del 29 de agosto de 2013 al 21 de mayo de 2014; por tanto, sus funciones como tal debían desempeñarse desde la fecha en que fue designado, hasta la fecha que se hubiere pactado para la conclusión de los trabajos contratados; por lo que si la fecha pactada para la conclusión de los trabajos fue el 21 de mayo de 2014, en esta concluyeron las funciones de supervisión derivadas del cargo de residente de obra que le fue designado, cuya omisión o incumplimiento pudiera ser sancionada por la autoridad administrativa.
En ese tenor, para el caso que nos ocupa, los actos en los que pudo haberse materializado la conducta por la que fue sancionado el actor, debieron desempeñarse en el periodo establecido para el término oficial de los trabajos; actos que según el decir de la demandada, fueron: que los reportes del avance de la obra no se realizaron completos con la periodicidad señalada en el manual respectivo; que el encausado no informó a sus superiores oportunamente durante todo el tiempo en que se debían ejecutar los trabajos, la deficiente realización de los mismos por parte de la empresa; que se autorizaron estimaciones que no reflejan el correcto avance físico de la obra en relación con su avance financiero; y, que se utilizaron conceptos de obra para el pago de otros diversos a los señalados en el proyecto original; pues refiere que de esos actos derivó una deficiente supervisión en los trabajos realizados en la obra que le fue asignada, pues a la fecha en que debían estar concluidos, esto es el 21 de mayo de 2014, tenían un avance de ********** y que por ello el hoy actor faltó a sus obligaciones en el desempeño de su encargo como supervisor de la obra en cita.

Por lo que esta Sala concluye que el asunto que nos ocupa, se encuentra prescrito, de acuerdo a lo siguiente:
La fracción II  del artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, textualmente dice: 

“ARTICULO 81. Las facultades para imponer las sanciones correspondientes a las responsabilidades administrativas en que incurran los servidores públicos, prescriben en los siguientes plazos: 

II. En tres años, en los demás casos. 

El plazo de prescripción se contará a partir del día siguiente a aquél en que se hubiere incurrido en la responsabilidad, o a partir del momento en que hubiese cesado el acto u omisión de que se trate, si fue de carácter continuo.”
Ahora bien, si el actor fue citado a comparecer a la audiencia de ley el 29 veintinueve de mayo de 2017 dos mil diecisiete, se tiene que, entre la fecha de citación a la audiencia de ley y la fecha en que concluyeron sus funciones como residente de la obra en cuestión, el 21 veintiuno de mayo de 2014, (ya habían transcurrido 3 tres años y 8 ocho días, excediendo el término de los tres años a que refiere el precepto en mención, de lo que resulta claro y evidente que ya le habían prescrito las facultades a la autoridad demandada para haber instaurado el procedimiento administrativo de responsabilidades a que fue sujeto el hoy actor, por ende estaban prescritas sus facultades para imponer sanción alguna.
Sendo aplicable a lo anterior el criterio sustentado en la Jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con Registro: 165711, XXX, diciembre de 2009, Materia(s): Administrativa, Tesis 2a./J. 200/2009, página 308, que a continuación se transcribe:
“PRESCRIPCIÓN DE LA FACULTAD PARA IMPONER SANCIONES A LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL PLAZO PARA QUE OPERE INICIA A PARTIR DEL DÍA SIGUIENTE AL EN QUE SE HUBIERA INCURRIDO EN LA RESPONSABILIDAD O A PARTIR DEL MOMENTO EN QUE ÉSTA HUBIERE CESADO, SI FUESE DE CARÁCTER CONTINUO (LEGISLACIONES FEDERAL Y DE LOS ESTADOS DE CHIAPAS Y DE GUERRERO). Los artículos 75 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Chiapas; 75 de la Ley Número 674 de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de Guerrero; 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y 34 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, disponen que el plazo para que opere la prescripción para imponer sanciones a los servidores públicos inicia a partir del día siguiente al en que se hubiera incurrido en la responsabilidad o a partir del momento en que ésta hubiere cesado, si fuese de carácter continuo, por lo que para computar el plazo de la prescripción es irrelevante la fecha en que las autoridades tuvieron conocimiento de la conducta infractora del servidor público a quien se pretende sancionar...”
Así como el criterio sustentado en la Tesis Aislada del Décimo Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, con Registro: 179820, XX, diciembre de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis I.13o.A.83 A, página 1404, que dice:
“PRESCRIPCIÓN DE LAS FACULTADES PARA IMPONER SANCIONES POR RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. SE INTERRUMPE AL EFECTUARSE LA NOTIFICACIÓN DEL INICIO DEL PROCEDIMIENTO RELATIVO. Del estudio correlacionado de los artículos 64, fracción II y 78 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se desprende que el término para la prescripción de la facultad sancionadora del Estado se interrumpe con el inicio del procedimiento administrativo de responsabilidades de los servidores públicos que prevé el mencionado artículo 64, el cual se inicia con la notificación de la citación a una audiencia, en la que se les harán saber las responsabilidades que se les imputan, así como su derecho a ofrecer pruebas; por otro lado, por notificación debe entenderse el hacer saber una resolución de la autoridad con las formalidades preceptuadas para el caso, de lo que se colige que su finalidad es, por una parte, que el servidor público tenga conocimiento de la instauración de ese procedimiento y, por otra, que se interrumpa el plazo de prescripción aludido, efectos que se perfeccionan en el momento en que éste se hace sabedor del procedimiento incoado en su contra. Por tanto, al perfeccionarse el objeto de la notificación con el conocimiento por parte del servidor público de la citación a la audiencia, debe considerarse que en ese momento se interrumpe el término de prescripción, y no a partir de que surta efectos la notificación, en términos de la legislación penal federal de aplicación supletoria en la materia, porque de estimarse así, se estaría disminuyendo el plazo para que la autoridad ejerza su función sancionadora...”
En las relatadas condiciones, resultan fundados los argumentos del actor vertidos en el concepto de impugnación analizado, y toda vez que del contenido de las documentales que obran en autos, a que se ha hecho referencia, se demuestran los hechos concretos que se circunscriben a la prescripción de las facultades sancionadoras de la autoridad emisora de la resolución impugnada, de ahí que el acto impugnado en este juicio resulta ilegal.
Sin que pase inadvertido para esta Sala que en la resolución combatida, al referirse a la prescripción de la facultad de la autoridad administrativa para imponer la sanción, se señala que la falta de supervisión adecuada de los trabajos que se imputó al hoy actor, fue interrumpida hasta que se tomaron acciones por parte de los Servicios de Salud del Estado para corregir esa situación, lo cual ocurrió hasta el once de julio de dos mil catorce, cuando se notificó al apoderado de la empresa contratada, el oficio relativo al inicio del procedimiento de recisión del contrato; lo que resulta ilegal, pues las facultades de la autoridad sancionadora no pueden prolongarse hasta que se decida tomar acciones para corregir irregularidades o deficiencias en el desempeño de las funciones de un servidor público, considerarlo así, sería dejar al arbitrio de las autoridades sancionar en cualquier tiempo los actos u omisiones de los servidores públicos, independientemente de la fecha en que se hubiere incurrido en ellos, en contravención a lo establecido en el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Por lo que se reitera, las funciones de Residencia de Obra que le fueron asignadas al actor, concluyeron en la fecha pactada para la conclusión de los trabajos; que como ya se dijo venció el 21 veintiuno de mayo de 2014 dos mil catorce; de ahí que cualquier omisión o deficiencia en el desempeño de las funciones inherentes a ese cargo, debieron acontecer dentro del término pactado para la realización de los trabajos.
Conforme a lo expuesto con antelación, el acto impugnado se ubica en la causal de ilegalidad prevista por el artículo 95 fracción IV de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, en virtud de la PRESCRIPCIÓN de las facultades sancionadoras de la autoridad emisora del acto, puesto que los hechos denunciados, fueron apreciados de forma equivocada, lo que llevó a la demandada a pronunciarse respecto de actos ya prescritos por los razonamientos expuestos en párrafos anteriores. 
En tal virtud, de conformidad con lo dispuesto en el numeral 96 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, se decreta la ILEGALIDAD E INVALIDEZ, de los actos impugnados consistentes en: la resolución de fecha doce de noviembre de dios mil dieciocho, emitida por la Directora de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, dentro del expediente administrativo de responsabilidad número ********** así como la ejecución material de la citada resolución; declarándose en consecuencia la NULIDAD TOTAL de estos actos, dejándolos sin efecto legal alguno; según lo dispone el artículo 97 de la Ley de la materia; a fin de que las citadas autoridades, cumplan con los siguientes lineamientos:
1.- Emitir otra resolución en la que, de acuerdo a las consideraciones contenidas en esta resolución, se declare que la facultad para sancionar al actor, derivada de los actos y omisiones que le fueron atribuidos en el Procedimiento de Responsabilidad Administrativo número ********** se encuentra prescrita.
2.- Cubrir al actor el pago de los salarios correspondientes a los tres meses de suspensión del empleo que le fue determinada, en la resolución que se ha declarado nula.
3.- Dejar sin efecto la captura de las sanciones impuestas en la resolución que se ha declarado nula, que al efecto se lleva en la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, así como cualquier oficio que se haya emitida a la Secretaría de Finanzas y a la Auditoría Superior del Estado relacionado con las referidas sanciones. 
Es preciso señalar que el estudio de los conceptos de impugnación referidos se atendió con base en el principio de mayor beneficio para el demandante; por lo que, en tales circunstancias, es ocioso el estudio de las restantes manifestaciones contenidas en los conceptos de impugnación, ya que aun y cuando resultaren fundadas, no mejorarían los beneficios obtenidos en la presente resolución.
Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, que establece en su primer párrafo que las Sentencias definitivas dictadas por el Tribunal causan ejecutoria por ministerio de Ley, al no admitir recurso alguno, y con sustento en lo previsto por el segundo párrafo del citado artículo; se previene a las Autoridades Demandadas, para que dentro de los diez días hábiles siguientes al en que reciba el oficio de notificación de la presente sentencia favorable a la parte actora, informen a esta Sala sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la parte actora de lo proveído para su cumplimiento; apercibidas que de no cumplir con lo ordenado, se iniciará en su contra el procedimiento de ejecución de sentencias previsto por los artículos 100 y 101 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado de San Luis Potosí, aplicando las multas y determinaciones que en su caso procedan.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, y 7º, 9º fracción III, 24, 25, 26, 28, 29, 30, 33, 34, 35, 36 y 37, y Transitorio Quinto de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, y el Transitorio Segundo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con los numerales 3º fracción II, 19 fracción III, 32, 94, 95 , 96, 97 y 99 de la Ley de Justicia Administrativa del Estado; es de resolverse y se,

R E S U E L V E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.-  Se decreta el SOBRESEIMIENTO del presente juicio en cuanto concierne a la autoridad demandada, Titular de la Secretaría de Finanzas de Gobierno del Estado, de acuerdo a los razonamientos precisados en el considerando Cuarto de la presente sentencia.

TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD E INVALIDEZ de los actos impugnados y, por consecuencia, la NULIDAD LISA Y LLANA de los mismos, dejándolos sin efecto legal alguno, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando Sexto de esta sentencia. 
CUARTO.- Se previene a las autoridades demandadas por el cumplimiento de esta sentencia, con el apercibimiento señalado en la parte final del considerando Sexto.

QUINTO.- Notifíquese personalmente a la parte actora; y por oficio a las autoridades demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- 
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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